EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El presente proyecto de ley surge del un presupuesto básico que tiene que ver con entender el desarrollo de la oralidad como elemento rector del modelo procesal laboral y un objetivo que tiene que ser efecto, entendiendo la necesidad social de que dicho desarrollo  conlleve necesariamente celeridad en el desarrollo de la relación procesal laboral y de la seguridad social, no solo como un objetivo del  Estado, sino en respuesta al clamor del usuario de la administración judicial como elemento principal y actor principal del proceso.

En la actualidad existe consenso unánime en el sentido de que si bien en materia laboral la oralidad está implementada normativamente en el art. 42 del C.P del T., su desarrollo real  ha sido prácticamente nulo ya que siguen primando las actuaciones escritas.

La situación anterior ha venido generando una ruptura  de la oralidad,  situación que ha conducido a que la administración de justicia esté alejada del ideal primario de la atención pronta y de la solución ágil del conflicto social, donde las partes se someten al calvario de la espera del turno judicial para esperar su próximo dictado.

Como consecuencia el Gobierno Nacional a través del presente proyecto normativo pretende consagrar un proceso abreviado al máximo, sin formalismos ni ritualidades, que pueda desarrollar la finalidad constitucional de defensa de los derechos fundamentales, en el entendido de que lo que importa al ciudadano es un proceso ágil  y accesible que le brinde la posibilidad de reivindicación social con respuestas eficaces a sus intereses.

Los ajustes que demanda la justicia laboral deben hacer frente no sólo a las situaciones actuales propias del desarrollo socioeconómico del país, tales como el crecimiento y concentración de la población urbana, las medidas de reestructuración del Estado  y algunos efectos de la inestabilidad económica, sino también prever las nuevas relaciones laborales que van surgiendo como consecuencia de los ajustes de los mercados de bienes y servicios a raíz de fenómenos como el TLC o por la aparición de nuevas formas de trabajo que pretenden mejorar las condiciones de vida de la población. 

Urge satisfacer una demanda de justicia para el trabajador y para los usuarios del servicio públicos en salud y pensiones, sin dilación puesto que  toda postergación significa un alto costo social, con medidas que aseguren no sólo el efectivo acceso a la administración de justicia, sino el que tengan solución pronta a sus conflictos, como lo exige la naturaleza de sus derechos sociales, con obras y actividades tendientes a hacer operativo el marco normativo procesal vigente, introduciéndole algunas reformas puntuales.

La oralidad requiere de medidas integrales que aseguren principios de la  publicidad, de la inmediación, de la concentración, para lo cual se deben adoptar medidas en las siguientes dimensiones:

· La adecuación de estructura judicial  - distribución, número y organización de despachos judiciales, de Magistrados y de Jueces, suficiente y adecuada.
· El equipamiento de los Despachos de espacios y medios tecnológicos necesarios para administrar justicia eficientemente.
· Adecuación normativa, puntual de manera inmediata, y una revisión extensa a la normatividad procesal laboral y civil a la que aquella se remite. 

· Capacitación vigorosa y con cobertura total a jueces, magistrados y abogados.    

Se ha de destacar  que la tendencia creciente de demanda de justicia creciente  desde 1994 – con una pausa en 1997 – hasta el 2003, se rompió en el año de 2004; efectivamente, el tope alcanzado en aquel año, de 3.767 procesos ordinarios que ingresaron a la Sala Laboral de la Corte, se pasó a 2.520 en el 2004, nivel que nuevamente, de manera ligera se elevó en el 2005, a 2.800 demandas de casación.

 El sector público es fuente preponderante de demandas de justicia laboral. 

El 65.9% de la sentencias de la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en los tres últimos años lo fueron por a reclamaciones en los que el Estado es parte.

La demanda de seguridad social en pensiones y en salud se ha acentuado en razón a la conducta de entidades administradoras de ese servicio público, de aplazar su reconocimiento, como recurso de manejo de caja, como sucede en pensiones, o como un mecanismo de contención de gastos, al exigir la presentación de tutuela como condición del trámite administrativo; no de otra manera se entiende el significativo porcentaje de tutelas reclamando prestaciones previstas en los Planes de Beneficio.  

Así pues, con el presente proyecto se introduce una reforma inmediata y puntual al Código Procesal vigente, sobre el  supuesto de ser una reforma mínima tendiente al objetivo central de hacer efectiva la oralidad, en aspectos en que hay  acuerdo extendido, y de atender lo más urgente: la adopción de un proceso para reclamaciones en salud; y cuyo contenido versa sobre: a) la modificación de la estructura procesal, conduciendo toda su actuación, a dos audiencias; b) fortaleciendo los poderes del juez; c) adoptado un proceso expedito para la seguridad social en salud.  
� Del análisis de sentencias de casación en el periodo transcurrido desde noviembre de 2002 a la fecha, se advierte que la participación del Estado es la siguiente: Entidades del orden nacional: 739; Entidades del orden departamental:234;Entidades de orden Municipal:468; se ha de resaltar, que de los procesos anteriores, las entidades de servicios públicos, departamentales o municipales, participan con 400 procesos





